
 
 
 
 
 
 

 
 

RESOLUCIÓN No. SCE-DS-2025-71 

 

Mgtr. Hans W. Ehmig Dillon  

SUPERINTENDENTE DE COMPETENCIA ECONÓMICA 

 

CONSIDERANDO: 

 

Que el número 2 del artículo 18 de la Constitución de la República del Ecuador, establece 

como derecho de las personas: “(…) Acceder libremente a la información generada en 

entidades públicas, o en las privadas que manejen fondos del Estado o realicen funciones 

públicas. No existirá reserva de información excepto en los casos expresamente 

establecidos en la ley. En caso de violación a los derechos humanos, ninguna entidad 

pública negará la información. (…)”;  

 

Que los números 19, 20 y 21 del artículo 66 de la Constitución de la República del 

Ecuador, reconocen y garantizan a las personas: “(…) 19. El derecho a la protección de 

datos de carácter personal, que incluye el acceso y la decisión sobre información y datos 

de este carácter, así como su correspondiente protección. La recolección, archivo, 

procesamiento, distribución o difusión de estos datos o información requerirán la 

autorización del titular o el mandato de la ley. 20. El derecho a la intimidad personal y 

familiar.  21. El derecho a la inviolabilidad y al secreto de la correspondencia física y 

virtual; ésta no podrá ser retenida, abierta ni examinada, excepto en los casos previstos 

en la ley, previa intervención judicial y con la obligación de guardar el secreto de los 

asuntos ajenos al hecho que motive su examen. Este derecho protege cualquier otro tipo 

o forma de comunicación. (…)”;  

 

Que la letra d) del número 7 del artículo 76 de la Constitución de la República del 

Ecuador, determina: “(…) Los procedimientos serán públicos salvo las excepciones 

previstas por la ley. Las partes podrán acceder a todos los documentos y actuaciones del 

procedimiento. (…)”; 

 

Que el artículo 82 de la Constitución de la República del Ecuador, declara: “(…) El 

derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y en la 

existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las autoridades 

competentes. (…)”; 

 

Que el artículo 213 de la Constitución de la República del Ecuador, señala: “Las 

superintendencias son organismos técnicos de vigilancia, auditoría, intervención y 

control de las actividades económicas, sociales y ambientales, y de los servicios que 

prestan las entidades públicas y privadas, con el propósito de que estas actividades y 

servicios se sujeten al ordenamiento jurídico y atiendan al interés general. Las 

superintendencias actuarán de oficio o por requerimiento ciudadano. Las facultades 

específicas de las superintendencias y las áreas que requieran del control, auditoría y 

vigilancia de cada una de ellas se determinarán de acuerdo con la ley. (…)”; 

 



 
 
 
 
 
 

 
 

Que el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone: “Las 

instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores 

públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente 

las competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán 

el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce 

y ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución”;  

 

Que el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador, determina: “La 

administración pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los 

principios de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, 

descentralización, coordinación, participación, planificación, transparencia y 

evaluación”; 

 

Que el artículo 130 del Código Orgánico Administrativo, estipula: “Competencia 

normativa de carácter administrativo. Las máximas autoridades administrativas tienen 

competencia normativa de carácter administrativo únicamente para regular los asuntos 

internos del órgano a su cargo, salvo los casos en los que la ley prevea esta competencia 

para la máxima autoridad legislativa de una administración pública. La competencia 

regulatoria de las actuaciones de las personas debe estar expresamente atribuida en la 

ley.”; 

 

Que el artículo 131 del Código Orgánico Administrativo, señala: “Prohibiciones. Las 

administraciones públicas que tengan competencia normativa no pueden a través de ella: 

1. Restringir los derechos y garantías constitucionales. 2. Regular materias reservadas 

a la ley. 3. Solicitar requisitos adicionales para el ejercicio de derechos y garantías 

distintos a los previstos en la ley. 4. Regular materias asignadas a la competencia de 

otras administraciones. 5. Delegar la competencia normativa de carácter administrativo. 

6. Emitir actos normativos de carácter administrativo sin competencia legal o 

constitucional.”; 

 

Que el artículo 1 de la Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la Información Pública, 

la establece con el objeto de: “(…) garantizar y regular el derecho de acceso a la 

información pública en cumplimiento de la Constitución de la República del Ecuador, la 

ley; y, de los instrumentos internacionales ratificados por el Estado ecuatoriano.”; 

 

Que el artículo 1 de la Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder de Mercado, 

determina como objeto: “(…) evitar, prevenir, corregir, eliminar y sancionar el abuso de 

operadores económicos con poder de mercado; la prevención, prohibición y sanción de 

acuerdos colusorios y otras prácticas restrictivas; y, el control y regulación de las 

operaciones de concentración económica, buscando proteger el proceso competitivo, la 

eficiencia en los mercados o el bienestar general y de los consumidores y usuarios.”; 

 

Que el artículo 20 de la Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder de Mercado, 

establece: “De la información y su coordinación.- La Superintendencia de Control del 

Poder de Mercado podrá establecer los sistemas de información que considere 

necesarios para el efectivo cumplimiento de sus fines. Las demás entidades públicas 



 
 
 
 
 
 

 
 

tendrán el deber de colaborar, en el marco de la Constitución y la ley, con la 

Superintendencia de Control del Poder de Mercado, especialmente en cuanto a 

transferencia de información relevante que posean, sistematicen o generen sobre los 

operadores económicos, así como de facilitar la integración de sus sistemas de 

información con aquellos que la Superintendencia establezca. De la misma manera, la 

Superintendencia de Control del Poder de Mercado deberá intercambiar información 

que sea relevante para las demás entidades públicas, siempre que no sea reservada 

conforme a lo establecido en esta Ley.”; 

 

Que el artículo 44 de la Ley Orgánica de Regulación y Control del Poder de Mercado, 

señala: “Son atribuciones y deberes del Superintendente, además de los determinados en 

esta Ley: (…) 16. Expedir resoluciones de carácter general, guías y normas internas para 

su correcto funcionamiento. (…)”; 

 

Que el artículo 2 del Reglamento para la Aplicación de la Ley Orgánica de Regulación y 

Control del Poder de Mercado, confirma: “Publicidad.- Las opiniones, lineamientos. 

guías,(SIC) criterios técnicos y estudios de mercado de la Superintendencia de Control 

del Poder de Mercado, se publicarán en su página electrónica y podrán ser difundidos y 

compilados en cualquier otro medio, salvo por la información que tenga el carácter de 

confidencial de conformidad con la Constitución y la ley. Las publicaciones a las que se 

refiere (SIC) el presente artículo y la Disposición General Tercera de la Ley. se (SIC) 

efectuarán sin incluir, en cada caso, los aspectos confidenciales de su contenido. con 

(SIC) el fin de garantizar el derecho constitucional a la protección de la información.”; 

 

Que el artículo 3 del Reglamento para la Aplicación de la Ley Orgánica de Regulación y 

Control del Poder de Mercado, establece: “Confidencialidad de la información.- La 

información y documentos que haya obtenido la Superintendencia de Control del Poder 

de Mercado en la realización de sus investigaciones podrán ser calificados de reservados 

o confidenciales, de oficio o a solicitud de parte interesada. La Superintendencia 

establecerá el instructivo para su tratamiento en el marco de la Constitución y la ley.”; 

 

Que la Superintendencia de Competencia Económica fue creada mediante la Ley 

Orgánica de Regulación y Control del Poder de Mercado, publicada en el Registro Oficial 

Suplemento Nro. 555 de 13 octubre de 2011, como un órgano técnico de control, con 

capacidad sancionatoria, de administración desconcentrada, con personalidad jurídica, 

patrimonio propio y autonomía administrativa, presupuestaria y organizativa; 

 

Que mediante la “Ley Orgánica Reformatoria de diversos cuerpos legales, para el 

fortalecimiento, protección, impulso y promoción de las organizaciones de la economía 

popular y solidaria, artesanos, pequeños productores, microempresas y 

emprendimientos”, publicada en el Suplemento del Registro Oficial Nro. 311, de 16 de 

mayo de 2023, en su Disposición Reformatoria Segunda, se sustituyó en la Ley Orgánica 

de Regulación y Control del Poder de Mercado, la frase: “Superintendencia de Control 

del Poder de Mercado” por: “Superintendencia de Competencia Económica”; y, 

“Superintendente de Control del Poder de Mercado” por: “Superintendente de 

Competencia Económica”; 



 
 
 
 
 
 

 
 

 

Que el 03 de septiembre de 2024, la Asamblea Nacional de conformidad con lo dispuesto 

en la Constitución de la República del Ecuador y de acuerdo a la Resolución del Consejo 

de Participación Ciudadana y Control Social Nro. CPCCS-PLE-SG-040-E-2024-0348, 

de 15 de agosto de 2024, posesionó al magister Hans Willi Ehmig Dillon como 

Superintendente de Competencia Económica; 

 

Que mediante la Resolución Nro. SCE-DS-2024-64, de 20 de diciembre de 2024, el 

Superintendente de Competencia Económica, expidió el “Instructivo para la 

Elaboración, Aprobación y Difusión de las Resoluciones, Guías, Normas Internas; 

Normativa Técnica General; y, Normas con el carácter de generalmente obligatorias de 

la Superintendencia de Competencia Económica”; 

 

Que mediante la Resolución Nro. SCE-DS-2024-37, de 05 de septiembre de 2024, el 

Superintendente de Competencia Económica, expidió el “Instructivo para el Tratamiento 

de la Información dentro de la Superintendencia de Competencia Económica”; y, 

 

Que mediante memorando Nro. SCE-IGT-DNCP-2025-143, de 23 de octubre de 2025, el 

Director Nacional de Control Procesal solicitó al Intendente Nacional Jurídico: “(…) 

Conforme el procedimiento establecido, remito el Formulario de solicitud debidamente 

suscrito y el proyecto de reforma al Instructivo para el Tratamiento de la Información. 

(…)”. Para tal efecto, se adjuntó el FORMULARIO PARA SOLICITUD DE 

ELABORACIÓN Y/O REFORMA DE RESOLUCIÓN, GUÍAS, NORMAS 

INTERNAS; NORMATIVA TÉCNICA GENERAL; Y, NORMAS CON EL 

CARÁCTER DE GENERALMENTE OBLIGATORIAS, de 23 de octubre de 2025, 

elaborado por la Experto de Control Procesal, revisado por el Director Nacional de 

Control Procesal y aprobado por el Intendente General Técnico. 

 

Con base en los antecedentes y consideraciones, en ejercicio de las atribuciones 

conferidas en la Ley, 

 

RESUELVE: 

 

REFORMAR LA RESOLUCIÓN Nro. SCE-DS-2024-37, DE 05 DE 

SEPTIEMBRE DE 2024, CON LA QUE SE EXPIDIÓ EL “INSTRUCTIVO PARA 

EL TRATAMIENTO DE LA INFORMACIÓN DENTRO DE LA 

SUPERINTENDENCIA DE COMPETENCIA ECONÓMICA” 

 

Artículo 1.- Modifíquese el artículo 17, por lo siguiente:  

 

“Artículo 17.- De la reproducción de información entre las Unidades de la 

Superintendencia de Competencia Económica.- A fin de garantizar la eficiencia 

administrativa, la información entregada a la Superintendencia y que reposa en 

sus archivos podrá reproducirse y utilizarse en distintos procedimientos, 

conservando las garantías de confidencialidad, reserva y protección previstas en 

la ley y este Instructivo. 



 
 
 
 
 
 

 
 

 

Para reproducir y utilizar información en otro trámite, siempre que una unidad 

la requiera para el cumplimiento de sus competencias, en razón de la 

coordinación institucional, la unidad requirente de dicha información expondrá 

su necesidad a la unidad que obtuvo la información, solicitando se permita su 

reproducción; esta última deberá verificar que la información solicitada no 

corresponda a un expediente de exención o reducción del importe de la multa, en 

cuyo caso se negará el pedido; y procederá a solicitar mediante oficio la 

autorización de quién proporcionó la información. 

 

En el caso de que la información que se pretenda reproducir y utilizar se 

encuentre en custodia de Secretaría General por tratarse de un expediente pasivo, 

la solicitud se la realizará al órgano encargado del expediente cuando éste se 

encontraba activo, el cual deberá autorizar y prevenir que se observen los mismos 

niveles de reserva y confidencialidad con los que fue originalmente clasificada, 

asegurando el uso exclusivo para los fines administrativos o procesales de la 

Superintendencia, disponiendo a la Secretaría General proceda con la 

reproducción y certificación de la información, conforme lo establece la presente 

normativa.” 

 

DISPOSICIONES GENERALES 

 

PRIMERA.- Encárguese a la Secretaría General de la publicación y difusión de la 

presente Resolución en la intranet y en la página web institucional, así como de las 

gestiones correspondientes para su Publicación en el Registro Oficial. 

 

SEGUNDA.- Esta Resolución rige a partir de su suscripción, sin perjuicio de su 

publicación en el Registro Oficial. 

 

Dada en el Distrito Metropolitano de Quito, el 31 de octubre de 2025. 

 

 

 

 

 

Mgtr. Hans W. Ehmig Dillon 

SUPERINTENDENTE DE COMPETENCIA ECONÓMICA 

  



 
 
 
 
 
 

 
 

 

FIRMAS DE RESPONSABILIDAD 

Revisado por:  

Nombre: Santiago Silva Encalada 

Cargo: Asesor Despacho 

 
 

 

 

 
 

 

Nombre: Patricio Rubio Román 

Cargo: Intendente Nacional Jurídico 

 

 
 

 

 

 

 

 

Nombre: David Segovia Araujo 
Cargo: Intendente General Técnico 

 

 

 

 
 

Nombre: Carlos Muñoz Montesdeoca 

Cargo: Director Nacional de Control 

Procesal 

 

 

 

Nombre: Lorena Caizaluisa Garcés 
Cargo: Directora Nacional de 

Normativa y Asesoría Jurídica 

 
 

 

 
 

 

Elaborado por: 

Nombre: Luis Caza Barcia 
Cargo: Analista de la Dirección 

Nacional de Normativa y Asesoría 

Jurídica 
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